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Señores Magistrados de la Suprema Corte de Justicia Federal: 

Jacinto Pallares, apoderado jurídico de D. Santia- 
go Brent, ante este respetable Tribunal presento las 
siguientes consideraciones de ley y <Jg justicia para 
que se digne prestarles su ilustrada atención al re- 
solver el amparo constitucional promovido por D. 
Isidro A. Aguayo contra la sentencia que la 3 a Sala 
del Supremo Tribunal de Justicia de Sonora dictó el 
21 de Julio de 1896 en el juicio seguido por mi repre- 
sentado contra el Sr. Aguayo sobre rectificación de 
pertenencias mineras. 

I 

HECHOS. 

Don Santiago Brent por sí y asociado de otras dos 
personas, adquirió en 14 de Enero dé 1889 por de- 
nuncia en forma y expedición del título respectivo 
la mina denominada El Herrero que debía formar- 
se de cuatro pertenencias mesurables con arreglo 
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al Código de minas en esa fecha vigente, esto es, 
debiendo contener cada pertenencia un plano super- 
ficial de 100 á 300 por el rumbo de la veta y según 
su echado, y 200 por los lados paralelos al rumbo de 
la misma, con arreglo á los arts. 100 y 101 de dicho 
Código. 

Las cuatro pertenencias adquiridas por Brent y 
socios debían, por lo mismo, tener 800 metros de lar- 
go y 300 metros de ancho, por ser menor de 45 gra- 
dos el ángulo del echado de la veta. En este sentido 
se expidió el título á favor de Brent y socios; de ma- 
nera que en virtud de ese título y con arreglo á los 
preceptos citados, los concesionarios adquirieron el 
dominio que les cedió la Nación de una superficie de 
800 metros de largo por 300 en el sentido del rum- 
bo de la veta en la mina ó minas llamadas El He- 
rrero. % 

Al hacer efectivo ese título, al darse la posesión de 
la superficie y subsuelo, al hacerse la entrega á Brent 
y socios de las pertenencias cuyo dominio habían ad- 
quirido^ el ingeniero que practicó las medidas para 
dar esa posesión y hacer efectivo un dominio ya ad- 
quirido en virtud del título, cometió la gravísima 
ilegalidad de no ajustar las medidas al título de do- 
minio expedido por la Nación ; pues lejos de confor- 
marse á lo preceptuado en los arts. 100 y 101 cita- 
dos, midió un trapeciforme (figura del todo ilegal) 
con 200, 300, 800 y 820 metros, dejando así fuera de 
las medidas el rumbo de la veta, y por lo mismo, 
fuera 4e ellas el terreno superficial y el subsuelo cu- 
yo dominio había pasado á los concesionarios en 
viytud del título de adjudicencia que se les expidió. 

Ese título decía que los concesionarios eran due- 
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ños de una superficie determinada, y el perito hizo 
entrega de otra superficie distinta y menor; ese títu- 
lo transmitió á los concesionarios el dominio de 800 
metros de largo por 300 en el sentido del echado de 
la veta, y el perito no entregó, no dio la posesión de esa 
superficie, sino de otra distinta y menor. ¿Los erro- 
res en la entrega, en la posesión de la cosa pueden 
alterar el dominio adquirido por título legítimo y 
preciso, puesto que la precisión la determinan los 
arts. 100 y 101 citados del Código de minas? 

Los concesionarios creyeron, y con razón, que los 
graves errores del perito no alteraban sus derechos, 
aunque esos errores hayan pasado inadvertidos por 
los mismos concesionarios que no eran peritos, y aun- 
que en su ignorancia se hayan conformado con ellos; 
y creyendo, y con razón, que un error craso de he- 
cho en el acto material de medir el inmueble adqui- 
rido por título expedido ad mesuramy no ad corpus, 
creyendo que ese error no altera los derechos de 
dominio adquiridos en virtud de ese título, solicita- 
ron ante el agente de minería respectivo la rectifi- 
cación de las medidas tan crasa y groseramente erró- 
neas practicadas por el perito mencionado. 

Esta solicitud de «ctificación se hizo el día O de 
Mayo de 1895, y para fundarla legalmente pudieron 
invocar los peticionarios, no solamente las leyes es- 
peciales de minas que invocaron, sino los preceptos 
universales de derecho común, pues axiomático es 
en todo derecho que el error aritmético ó geométri- 
co, el error numérico, el error material en cantida- 
des nulifica y vicia el acto en que figura y no pue- 
de dar derechos que no se tienen, sin quitar ó des- 
truir los legalmente adquiridos. "El error de hecho 
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4 'anula el contrato; el error material de aritmética 
44 sólo da lugar á su reparación/' dice el art. 1,298 del 
Código civil. El error de hecho no perjudica á na- 
die, dice Escriche, y así es que debe repararse, como 
lo establece el derecho universal, las leyes 7 y 8 D. 
De Jur et facti ignar, y las leyes 20, tít. 5, 28 y 27, 
lib. 14, part. 5 a 

Practicadas por el perito nombrado oficialmente 
por la autoridad minera respectiva las rectificacio- 
nes necesarias para que las medidas superficiales de 
las cuatro pertenencias de la mina El Herrero co- 
rrespondiera al título expedido por el Gobierno na- 
cional, y antes de ser aprobadas dichas rectificacio- 
nes, se presentó el Sr. D. Isidro Aguayo por escrito 
de 27 de Agosto de 1895 oponiéndose á las rectifica- 
ciones pedidas por Brent. La autoridad administra- 
tiva minera citó á junta de conciliación á los intere- 
sados^ no lográndose ella, se consignó el asunto á la 
autoridad judicial competente, que lo era el juez lo- 
cal de Sahuaripa. 

Ante ese funcionario presentó Brent su escrito de 
demanda de 5 de Octubre de 1895, pidiendo se decla- 
rara ilegal la oposición formulada por el Sr. Aguayo 
en el expediente administrativa de rectificación. No 
sé si por ignorancia ó por una confianza en su dere- 
cho aceptó Brent el papel de actor, cuando le corres- 
pondía el de demandado; pues desde el momento en 
que la autoridad administrativa minera seguía un 
procedimiento de su competencia fundado en ley ex- 
presa, si alguno se presenta oponiéndose á esos pro- 
cedimientos, á él corresponde el papel de actor en el 
juicio respectivo, pues actor es el que reclama el ejer- 
cicio de un derecho, y el Sr. Aguayo reclamaba el 
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ejercicio de los derechos que pretende tener en el te- 
rreno en que se operaban las medidas de rectificación. 

Sea de ello lo que fuere, y aceptada por Brent la 
actitud desfavorable de actor, cuando legalmente de- 
bió ser demandado, el juicio siguió todo su curso en 
I a instancia. Durante ella el Sr. Aguayo no presen- 
tó, ni pudo presentar, títulos ningunos de propietario 
de las minas que aseguraba eran invadidas por las 
operaciones de mesura ó rectificación solicitada por 
Brent; y no pudo presentar esos títulos por la senci- 
lla razón de que no los tenía, por la sencilla razón 
que durante el curso de todo el juicio en ambas ins- 
tancias, no tenía en las minas ó pertenencias que re- 
putaba invadidas otros derechos que los de simple 
denunciante, como luego veremos. 

A pesar de todo esto, el juez de I a iustancia de Sa- 
huaripa, por sentencia definitiva de 29 de Enero de 
1896, falló que es nula la rectificación practicada por 
el perito Diego Escalante del fundo minero El He- 
rrero en toda la parte que invade el fundo La Casi- 
ta y Las Demasías^ traspasando la línea limítrofe 
determinada primitivamente por el perito Martínez. 
Fúndase esta resolución en que no es la propiedad 
el punto sometido al debate, sino la invasión (como 
si pudiera resolverse cuestión de invasión de propie- 
dades, sin resolver necesariamente la cuestión de las 
propiedades invadidas) sobre el fundo minero La 
Casita y Las Demasías; en que la rectificación pedi- 
da por Brent invade propiedades ajenas (luego se 
trata de cuestión de propiedad); en qué la línea di- 
visoria del lado Norte que separa la Casita del He- 
rrero debe ser infranqueable ; y en que Brent sólo 
tiene derecho para pedir rectificación en terreno M- 
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bre, es decir, en terreno que no se haya reducido á 
dominio privado, y según el dictamen de los peritos 
(no según títulos de dominio que no llegó á presen- 
tar Aguayo) la rectificación invade pertenencias de 
la Casita y Las Demasías en 9 hectáreas, 85 áreas, 
36 centiáreas. 

Apelada esta sentencia por Brent, se radicó el jui- 
cio ante la 3 a Sala del Supremo Tribunal del Estado 
de Sonora/donde tuvo lugar la vista del negocio el 
día, 9 de Junio de 1896, sin otras pruebas que las ren- 
didas en I a instancia, quedando citadas las partes 
para sentencia. 

Pero con posterioridad á esa citación, concluido 
por lo mismo todo término probatorio, ya en estado 
de sentencia el juicio, presentó la parte del Sr. Agua- 
yo un escrito acompañando el titula de las minas La 
Casita, expedido con fecha 30 de Abril de 1896 y re- 
gistrado el 27 de Mayo del mismo año; y hasta des- 
pués de concluido el juicio por sentencia ejecutoria 
ha presentado en el juicio de amparo el título de la 
mina Las Demasías, expedido con fecha 2 de Junio 
de 1896 y registrado el 17 de Julio del mismo año. 

La 2 a Sala del Supremo Tribunal de Sonora, dic- 
tó su fallo definitivo el 27 de Julio de 1896, decidien- 
do que era de revocarse y se revoca el fallo del Juez 
de 1 & instancia de Sahuaripa y que están arregladas 
á la ley las medidas practicadas por él perito Diego 
Escalante, y plano formado en la rectificación de 
pertenencias del fundo minero El Herrero ;y que ha- 
biendo revalidado Brent su título sólo por veinteper- 
tenencias en lugar de veinticuatro que le correspon- 
den, debe dejarse este punto al arreglo que hagan 
Brent y la Secretaría de Fomento. 
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Fúndase esta decisión en que: ''Considerando 3 o : 
44 que el Sr. Aguayo alega como uno de los funda-. 
44 mentos de mayor importancia de su oposición, que 
4 'la medida practicada por el perito Diego Escalan- 
te, en la rectificación del fundo minero El Herrero 
"invade el fundo minero de La Casita y Demasías. 
44 Este fundamento no tiene duda que si fuera exac- 
44 to, echaría por tierra toda pretensión del Sr. Brent 
4 'para rectificar el fundo minero de su propiedad 
44 El Herrero; pero la misma palabra rectificar está 
"diciendo que el Sr. Brent no pide nueva concesión 
44 de pertenencias ni de demasías, sino que sólo pide 
14 se dé al fundo minero de su citada mina la capaci- 
44 dad que debe tener y en la forma prescrita por la 
41 ley de 22 de Noviembre de 1884, que fué la que 
44 regía cuando se hizo la concesión de las cuatro 
44 pertenencias de la susodicha mina, cuya concesión 
44 la nueva ley ha dejado intacta v con sólo la obliga- 
44 ción de reducirla á las pertenencias que ella esta- 
blece para el pago del impuesto (art. 4 o de los tran- 
sitorios), * y no podrá decirse que ¡las concesiones 
^primitivas de El Herrero han debido sujetarse á 
u las medidas que practicó el perito Ramón Martí- 
44 nez, porque no ha sido él quien debió señalar á su 
44 arbitrio los linderos de esa concesión, sino que la 



1 Art. 4 o transitorio de la ley de 4 de Junio de 1892. «Las propie- 
dades mineras existentes y que se encuentren en explotación ó am- 
paro al comenzar á regir esta ley, aun cuando no estén comprendi- 
das en ella, quedan subsistentes; y las minas conservarán sus perte- 
nencias con las medidas que tengan, aun cuando sean diferentes de 
las que ahora se establecen; pero para los efectos del impuesto, ser- 
virá de unidad la expresada en el articulo 14 de esta ley. Podrán 
sin embargo sus dueños pedir la rectificación de sus concesiones y 
la expedición de nuevos títulos de propiedad.» 
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" ley vigente en esa fecha indica cuáles debían ser dé 
"una manera terminante, y con la expresa prohi- 
bición de que se midiesen otros distintos aunque 
44 el interesado así lo pretendiera; así es que la única 
4 'misión del perito era determinar la dirección de la 
44 veta y de su echado y fijar en el terreno las líneas 
14 que la ley marcaba, y en las mismas direcciones 
44 que respecto de la veta y de su echado se manda- 
ban tirar por la misma ley de 24 de Noviembre de 
44 1884. De donde resulta que la cara superior de las 
14 cuatro pertenencias de que se compone con arreglo 
44 á esa ley la concesión minera de El Herrero, debe 
14 ser forzosamente un paralelógramo de 800 metros 
"de largo por 300 de ancho, por ser de menos de 45 
14 grados el echado de la veta medido sobre la direc- 
ción de ésta, siendo sus lados longitudinales para- 
lelos á la veta y cuando más distante de ella uno 
44 de los lados, 25 metros, si así lo solicita el minero, 
44 pero nunca más (artículos 100 y 101 y fracción V 
"del 106 de la citada ley); y como las medidas prac- 
ticadas por el perito Diego Escalante en la rectifi- 
cación solicitada por el Sr. Brent están donde han 
44 debido estar con arreglo á estas disposiciones le- 
4 'gales, no puede haberse invadido con ellas el fun- 
44 do minero La Casita } sino que al contrario, las rae- 
44 didas que para ésta se tiraron, invadieron el fundo 
44 minero El Herrero y por lo cual el Sr. Brent pidió 
4 ísu rectificación, siendo el título de esta mina mu- 
44 cho más antiguo que el de La Casita. Por otra 
44 parte, como el Sr. Aguayo ha solicitado una conce- 
sión minera de diez y seis pertenencias, cuya situa- 
44 ción será colindando con la línea ó lindero Norte 
44 de la propiedad del Sr. Santiago Brent, se entiende 
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"que esta línea debería ser uno de los lados que 
4 * forman el cuadrado de la concesión solicitada; pe- 
" ro lejos de eso, ese cuadrado traspasa oblícuamen- 
11 te, no sólo la línea Norte marcada por el Sr. Esca- 
riante en la rectificación del fundo minero El He- 
"rrero, sino también la que erróneamente marcó el 
" perito Martínez, pues uno de los ángulos de ese 
"cuadrado se ha introducido hasta más adentro de 
"la medida que éste practicó, según puede verse por 
"los planos que de una y otra mina se han formado 
"y constan agregados al expediente.'' 

Contra esta sentencia interpuso el recurso de am- 
paro constitucional el Sr. Aguayo por conceptuar 
violadas en su perjuicio las garantías de los artícu- 
los 14 y 16 constitucionales; y voy, por lo mismo, á 
estudiar las violaciones alegadas. 

II 

VIOLACIONES DE LA LEY CIVIL. 

Hay en el presente recurso de amparo constitu- 
cional una nota absolutamente antijurídica y que 
imprime. ala queja del Sr, Aguayo un carácter no- 
toriamente ilegal. 

En efecto, el quejoso viene ante la justicia federal 
á presentar su queja contra una ejecutoria del Supre- 
mo Tribunal de Sonora fundándola en documentos 
ó pruebas que ese Tribunal no tomó ni pudo tomar 
en consideración, que no fueron objeto del debate, 
que no fueron la base de la acción civil deducida. 
Esos documentos son los títulos de adjudicación de 
las minas La Casita y Demasías expedidos por la 
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Secretaría de Fomento (sin perjuicio de tercero) con 
fechas respectivamente de 30 de Abril y 2 de Junio 
de 1896 y registradas con fecha 27 de Mayo y 17 de 
Julio del mismo año. Es decir, que esos títulos* fue- 
ron expedidos con posterioridad á toda la sustancia- 
ción del juicio fallado por la ejecutoria que se recla- 
ma; y uno de ellos, el más importante y decisivo, el 
relativo á Las Demasías del fundo que se conside-, 
ra invadido, fué expedido en los mismos días, en 
los momentos mismos en que se dictaba la sentencia 
que se considera violatoria de la ley porque no res- 
petó ese título, que no pudo tener á la vista el Tri- 
bunal respectivo, por la sencilla razón de que no 
existía. 

¿Cómo puede violar la ley un fallo porque no res- 
peta una propiedad particular, cuando esa propie- 
dad particular no existía, ni podía estar por lo mis- 
mo comprobada en los momentos en que se dictaba 
el fallo que se supone ataca esa propiedad que sólo 
posteriormente nació al amparo de un título que no 
conoció el Tribunal á quien se atribuye haber atro- 
pellado los derechos concedidos'por ese título? Ve- 
nir ante la justicia federal en el recurso de amparo 
de garantías constitucionales á justificar por prime- 
ra vez una propiedad que no se justificó en el juicio 
civil respectivo; venir á presentar por primera vez 
en un recurso de amparo el título de dominio que no 
existía antes, y que á pesar de eso se sostiene debió 
ser respetado por la autoridad civil que no lo cono- 
cía; proceder así, es realmente involucrar toda noción 
jurídica, es pretender que los tribunales federales se 
conviertan en jueces del orden civil, es ocurrir á la 
jurisdicción federal no para que conozca de las vio- 
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laciones de ley cometidas por los tribunales del or- 
den común, sino para que abran una nueva instan- 
cia, admitan nuevas pruebas que la autoridad común 
no tuvo á la vista, y fundándose en esas nuevas 
pruebas decida, no que la autoridad local violó la 
ley, puesto que no pudo violarla al desconocer prue- 
bas que no existían, sino que esas pruebas debieran 
otorgar ú otorgan al quejoso contra su adversario 
derechos que no justificó en el juicio civil respectivo. 
¿Y puede ser aceptable este procedimiento? ¿Puede 
aceptarse que en un juicio (como es el recurso de 
amparo) en que el adversario del quejoso no es par- 
te, ni pueda rendir pruebas, se decidan sin su au- 
diencia jurídica sus derechos? ¿No sería esto violar 
las garantías constitucionales que verdaderamente 
tiene el adversario del quejoso para reparar las su- 
puestas violaciones de que éste se queja? 

La invasión de que se queja el Sr. Aguayo es la 
que dice cometida en el fundo Demasías; pero el 
dominio de ese fundo no lo adquirió subrepticia- 
mente sino con posterioridad á su reclamación ci- 
vil, á su oposición al expediente de rectificación 
solicitada por Brent, á la sustanciación de las dos 
instancias á que dio lugar ese juicio. Np es por lo 
mismo posible en la esfera de la posibilidad crono- 
lógica que haya sido invadido un dominio que no 
existía cuando se ejecutaron los hechos que se re- 
putan invasiones, ni menos que los tribunales de So- 
nora y el fallo de la 3 a Sala haya violado las leyes 
que amparaban ese dominio, cuando ese dominio no 
existía. 
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III 

OTRAS VIOLACIONES DE LA LEY CIVIL. 

Es un hecho que Brent y socios adquirieron cua- 
, tro pertenencias mineras bajo el amparo de la ley 
de 22 de Noviembre de 1884, equivalentes á veinti- 
cuatro pertenencias según el artículo 14 de la ley 
vigente de 4 de Junio de 1892: es otro hecho com- 
probado plenamente que el perito que midió las 
primitivas cuatro pertenencias cometió errores en 
la mensura que privaban á los concesionarios de lo 
que les correspondía según el título de la concesión: 
es otro hecho innegable que no sólo el artículo 4 o 
transitorio de la ley minera vigente autoriza al pro- 
pietario de una mina para pedir la rectificación de 
sus concesiones y expedición de nuevo título, sino 
que ese derecho indiscutible reconocido en el párra- 
fo tercero de la resolución de 3 de Septiembre de 
1892 es un derecho sancionado por la ley común, 
por el derecho universal, por los principios de jus- 
ticia natural que no aceptan, ni autorizan que un 
error, y un error craso, pueda atribuir y quitar de- 
rechos. Por eso las leyes han concedido la acción 
de apeo ó deslinde no sólo para el caso de confusión, 
sino para el de rectificación de linderos; por eso la 
ley 8 a , tít. 7 o , Part. 7 a , preceptúa que cualquier me- 
didor que deba medir, si non mide bien é lealmente, 
aquel que se sintiere engañado ó perdidoso por la 
medida, puede demandar á JQp^aquel que finca el 
P ro c-É£2l todo cuanto llenó demás de su derecho por 
culpa del medidor. 



Digiti 



zedby G00gle 



15 

Sería un lujo ridículo de erudición aglomerar tex- 
tos y leyes que demuestran que el derecho y la le- 
gislación universales de todo el mundo civilizado 
han reconocido el axioma, el principio de derecho 
natural que invalida los actos ejecutados por error y 
que da derecho al que ha sido víctima del error pa- 
ra reparar ó conservar los derechos lesionados por 
ese error. 

Y relacionando los preceptos de las leyes mine- 
ras en que se fundó Brent para pedir la rectificación 
de las medidas notoriamente erróneas practicadas 
por el perito con los preceptos del derecho universal, 
tendremos que esas leyes mineras que autorizan las 
rectificaciones nada tienen de excepcionales, son 
una aplicación común y corriente de los principios 
de derecho universal, son la aplicación á la propie- 
dad minera de axiomas comunes sobre error en los 
actos civiles y sobre error en los cálculos aritméti- 
cos ó geométricos. 

Bajo el amparo de- esos principios, de todas las 
leyes y de las especiales de minas, el Sr* Brent pu- 
do reclamar y reclamó la integración material de 
su título, la rectificación de medidas, esto es: que 
puesto que la Nación le había adjudicado, enajena- 
do, vendido, en una palabra, traspasado el dominio 
de cuatro pertenencias, debía dársele la posesión de 
esas pertenencias; y como el perito no midió cuatro 
sino menos, era preciso subsanar ese error para que 
las medidas correspondiesen al título, la posesión al 
dominio. 

Pero ese derecho ¿pudo ejercitarlo, pudo -tenerlo 
Brent sólo en terreno libre? 

En el siguiente párrafo me ocuparé, por vía de 
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simple ilustración, de este punto; por ahora me limi- 
taré á contestar que el terreno en que se practicó la 
ratificación solicitada era libre. 

Hemos visto que en el juicio de oposición de Agua- 
yo á los procedimientos administrativos de rectifi- 
cación pedida por Brent, no presentó, ni pudo pre- 
sentar los títulos de dominio de las pertenencias 
que se dicen invadidas por esa rectificación; y no 
los presentó porque no existían, porque todavía la 
Nación no adjudicaba á Aguayo las minas llamadas 
Las Demasías, porque estaba sustanciándose el ex- 
pediente de denuncio de esa mina ó minas. 

Ahora bien, ¿puede llamarse propietario, dueño 
de una superficie minera el que aún no tiene título 
de propiedad, el que la está solicitando, el que ges- 
tiona su concesión? Evidentemente no, pues el úni- 
co título originario de dominio minero es la adjudi- 
cación que hace la Secretaría de Fomento con arre- 
glo á la ley. Si, pues. Aguayo no era propietario, 
sino sólo denunciante de la superficie que se dice 
invadida, esa invasión jurídica era imposible, por- 
que no se puede invadir jurídicamente una propie- 
dadqueaunno existe. En consecuencia, el terreno en 
que se practicó la rectificación solicitada por Brent 
es terreno libre, porque no estaba reducido á domi- 
nio privado minero. 

Pero se violó, dice la sentencia del Juez de Distri- 
to, no el derecho de propiedad de Aguayo que aún 
no existía, sino los derechos que á los denunciantes 
concede el art 26 del Reglamento de 25 de Junio de 
1892, consistiendo esos derechos en que sólo durante 
cuatro Éaeses pueda admitirse cualquiera oposición; 
y como Brent no se opuso á la denuncia durante ese 
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término, debió ser desechada su solicitud de rectifi- 
cación porque ella no es otra cosa en el fondo que 
una manera oblicua é indirecta de eludir, bajo la for- 
ma de rectificación, el plazo perentorio que para to- 
da oposición fija dicho art. 26. 

'Este es el único fundamento déla sentencia de am- 
paro ; y ese fundamento, como se ve, entraña una no- 
table confusión entre los casos de oposición previs- 
tos y limitados del art. 26 citado y el derecho á la 
rectificación de un dominio adquirido, derecho regi- 
do por preceptos del derecho universal que ya he ci- 
tado, y por el art. 4 o de la ley minera de 4 de Junio 
de 1892. 

El art. 26 se refiere exclusivamente á tres motivos 
de oposición: disentimiento del dueño, invasión de 
pertenencias colindantes, solicitud anterior; mientras 
que el art. 4 o transitorio se refiere á rectificación por 
error; y se comprende desde luego la diferencia que 
hay entre los casos del art. 26 y el caso del art. 4 o 
transitorio. En los casos del art. 26 el término es fatal, 
porque como no se trata de errores ó ignorancia, si- 
no de silencio ó inacción de los interesados á pesar 
del llamamiento público y auténtico que se les ha- 
ce; mientras que el art, 4 o transitorio rige los ca- 
sos de error; y ya se sabe, que al ignorante, al im- 
pedido, al que es víctima de un error, no le corren 
los términos, sino desde que descubre el error de que 
ha sido víctima. Por eso el art. 26 fija un término 
perentorio, mientras que el art. 4 o no lo fija; pues, 
en esa materia deben seguirse las reglas de prescrip- 
ción de derecho común. 

Literalmente los dos preceptos son absolutamen- 
te distintos, pues el uno habla de oposición por los 

s 
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poseedores de pertenencias ya fijadas, mientras que 
el otro habla de rectificación de pertenencias no po- 
seídas. ¿Cómo se ha de oponer el. que no posee las 
pertenencias denunciadas por un tercero, el que ig- 
nora si las medidas que practica ese denunciante son 
sobre terreno que le pertenece, puesto que ignora su 
dominio por los errores cometidos por el perito que le 
diera posesión? En vano el denunciante de ese do- 
minio ignorado publica auténticamente las convoca- 
torias para la oposición; en vano la autoridad admi- 
nistrativa hace un llamamiento á los propietarios 
colindantes; en vano se fija un término perentorio 
para que esos propietarios colindantes formulen su 
oposición. Si ellos ignoran su derecho, si no saben ni 
pueden saber que el nuevo denunciante va á inva- 
dir su propiedad desconocida, no les pueden correr 
esos términos, porque es sabido el principio de dere- 
cho, según el que, el silencio sólo implica consenti- 
miento cuando calla el que pudo hablar ( Qui tacet 
cum clamare debuit); y el ignorante no puede re- 
clamar porque ignora su derecho. Por eso el clásico 
comentador de la legislación minera, D. Francisco 
Gamboa, en el cap. 10°, núm. 6 o , nos dice: "que con- 
curren todos los principios de derecho para que al 
impedido no corra término, cuando no puede remo- 
ver el impedimento, pues, todo el tiempo que dura- 
re debe suplírsele y concedérsele, ya sea judicial ó 
extrajudicial, ya sea de hecho ó de derecho/' Y esta 
doctrina del sabio jalisciense se refiere precisamen- 
te al caso en que no se oponga un minero por impe- 
dimento á la denuncia y mensuras que perjudiquen 
su propiedad. 
No cabe, por lo mismo, la menor duda en que son 
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casos completamente distintos los regidos por el ar- 
tículo 26 y el regido por el art. 4 o transitorio; que el 
primero de esos preceptos castiga la desidia de los 
poseedores colindantes cuando no se oponen en el 
tiempo debido; mientras que el segundo de esos pre- 
ceptos se refiere á los no poseedores, y que, sin em- 
bargo, son propietarios de lo que no poseen, porque 
ignoran su propiedad. Lejos, por lo mismo, de que 
el procedimiento de rectificación sea un medio de 
eludir lo perentorio de los términos fijados por el ar- 
tículo 26, ese derecho de rectificación es completa- 
mente distinto del derecho de oposición, está funda- 
do en preceptos diversos, y no sólo son distintas li- 
teralmente las redacciones de los artículos 26 y 4 o 
transitorio, sino que son distintos los fundamentos 
jurídicos y filosóficos de cada uno de esos preceptos, 
respondiendo á situaciones enteramente diversas. Se- 
ría inicuo que la ley castigara el error, y, sobre to- 
do, el error á que ha inducido un procedimiento erró- 
neo de la autoridad administrativa. Muy bien puede 
suceder que aprovechándose el tercer denunciante 
de ese error, pretenda usurpar pertenencias que sólo 
corresponden á propietario legítimo ; y si á ese de- 
nunciante de mala fe se le permitiese invocar lo pe- 
rentorio de los términos del art. 26, resultaría que 
la ley sancionaba el dolo y que, contradiciendo los 
principios del derecho universal, autorizaba el frau- 
de en perjuicio del que ha sido víctima de un error 
involuntario. 

Basta lo dicho para convencerse de que no ha po- 
dido ser violado el art. 26, porque la acción ejerci- 
tada por el Sr. Brent no es la de oposición, sino la 
de rectificación autorizada por el art. 4 o transitorio, 
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autorizada por la ley común, autorizada por los prin- 
cipios de derecho universal y que no podría ser des- 
conocida por la ley minera, sino es atribuyendo al 
dolo, al fraude y al error carácter lícito y efectos 
jurídicos en perjuicio de legítimos propietarios. 

IV 

CARÁCTER CIVIL DE LA RECTIFICACIÓN. 

Es un principio de nuestro derecho público que 
el dominio radical de las minas corresponde á la 
Nación y que los particulares no pueden adquirir- 
lo sino en virtud de adjudicación que les hace el 
representante de la Nación con arreglo á las leyes 
respectivas. En consecuencia, desde el momento en 
que la Nación, por medio de alguno de sus agentes 
legalmente autorizados, adjudica una propiedad mi- 
nera, esa propiedad sale del dominio nacional para 
entrar en el dominio particular del concesionario ó 
adjudicatario, y ya desde entonces no puede el Es- 
tado ó el Poder público disponer por medio de sus 
agentes de esa propiedad que ha enajenado, porque 
convertida en dominio particular queda bajo el am- 
paro de la garantía consignada en el art. 27 cons- 
titucional. 

Ahora bien, la Nación ó el Estado por medio de 
un funcionario legalmente autorizado, adjudicó á 
Brent y socios, el 31 de Agosto de 1889, la mina 
llamada El Herrero con cuatro pertenencias, que- 
dando por lo mismo esas cuatro pertenencias, ó lo 
que es lo mismo, 24 con arreglo á las medidas de 
la nueva ley, fuera del dominio de la Nación y 
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reducidas á propiedad particular; no pudiendo ya 
por lo mismo el Estado, ni sus funcionarios disponer 
de esas 24 pertenencias. 

Sentadas estas verdades jurídicas, surge desde 
luego la dificultad proveniente del hecho de ha- 
berse equivocado en la mensura de esas 24 perte- 
nencias el perito que las midió. ¿Ese error implica 
ó produce el efecto de que no hayan salido del do- 
minio nacional las 24 pertenencias que el Estado 
tuvo voluntad de enajenar y el concesionario in- 
tención de adquirir? ¿El error en la medida nulifica 
la intención de los contratantes? He aquí toda la 
cuestión. 

Si el error de que se trata hubiese existido al ce- 
lebrarse el contrato ó al designarse la cosa objeto 
del contrato, ó si la cosa vendida hubiese quedado 
"indeterminada,' ' entonces el contrato sería u nulo ,t 
en el primer caso é "inexistente" en el segundo. Nu- 
lo con arreglo al art. 1,413 del Código Civil (del Dis- 
trito Federal de 1870); inexistente, con arreglo al 
art. 1423, fracción 3 a del mismo Código. 

Si la Nación hubiese vendido á Brent 20 hectáreas 
de terreno, sin expresar en qué lugar, semejante 
contrato sería inexistente, pues la indeterminación 
de la cosa vendida sería tal que la Nación podría 
entregar esas 20 hectáreas lo mismo en el desierto de 
África, que en el desierto de Mapimí, quedando así 
destituido de interés serio el contrato é idéntico al 
que ponen de ejemplo los autores, cuando hablan, 
de la venta de un "animal in genere,' 7 en cuyo caso 
el vendedor cumpliría su obligación, entregando un 
piojo, y sería por lo mismo irrsoria la obligación. 

Pero la Nación no ha vendido á Brent 24 hectá- 
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reas de terreno indeterminadas, sino 24 hectáreas en 
un lugar preciso y determinado, en el lugar en que 
se encontró la mina El Herrero, en el lugar preciso 
en que el perito trazó la medida siguiendo el echa- 
do de laveta. Ahora bien, el art. 1,553 del citado Có- 
digo, dice que "en la enajenación de alguna especie 
indeterminada, la propiedad no se transfiere, sino 
hasta el momento en que la cosa se hace cierta y de- 
terminada." En nuestro casóla determinación délas 
24 hectáreas se hizo mediante la mensura del perito; 
pero este perito sufrió un grave error en la mensura, 
midiendo diez hectáreas en lugar de las 24 vendidas. 
¿Cuál es el efecto jurídico de este error entre los con- 
tratantes y respecto de terceros? Entre los contra- 
tantes, estoes, éntrela Nación que vende y Brentque 
cómprala solución es clara; el vendedor* está obligado 
á entregar la cantidad vendida y en el lugar fijado 
por la veta y por las dimensiones que determina la 
ley minera (art. 2,999 Cód. citado) y ley de minas 
vigente al expedirse el título. 

Respecto de terceros, el error no les perjudicaría 
en el caso de que la Nación hubiese enajenado, an- 
tes de la reclamación del comprador, el terreno que. 
en virtud de ese error quedó fuera de las verdade- 
ras medidas que debía tener la mina; pero en nues- 
tro caso aun no salía del dominio nacional ese terre- 
no; el Sr. Aguayo había gestionado con arreglo á la 
legislación minera que se le adjudicase, pero aun nó 
se le había adjudicado; la Nación, la que está obliga- 
da á entregar á Brent toda la superficie que le vendió, 
no se desprendía aún del dominio de esa superficie, 
y por lo mismo el conflicto de derechos noexistía en- 
tre un propietario de esa superficie y un comprador 
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á quien no se le transmitió el dominio por el error 
del perito, sino simplemente existía ese conflicto en- 
tre el comprador de esa superficie que reclama su 
entrega al vendedor (ia Nación) y el que pretendía 
comprar esa misma superficie, ó*lo que es lo mis- 
mo, adquirirla del dominio nacional con arreglo á 
las leyes de minas, en el supuesto de que la nación pu- 
diera disponer libremente de ella. ¿Podía la Nación 
disponer de esa superficie? Notoriamente no, pues- 
to que si es cierto el error del perito Martínez, la 
tenía vendida, y aunque no la había entregado, esta- 
ba obligada á entregarla; y antes de que la enaje- 
nase, á un tercero, tenía ya conocimiento del error 
en las medidas, y de su deber de rectificar ese error 
á favor del primer concesionario. 

He dicho que el error del perito no perjudicaría 
á terceros en el solo caso de que antes de la acción 
administrativa promovida por Brent para rectificar 
su posesión se hubiese adjudicado á Aguayo el te- 
rreno que pretende; pero la verdad es que aunque 
esta es mi opinión particular, autores respetabilísi- 
mos sostienen lo contrario, esto es, que á pesar de 
ese error, Brent había adquirido el dominio de 24 
hectáreas, no obstante haberse medido equivocada- 
mente sólo 10. Efectivamente, el Maestro Antonio 
Gómez, enseña: que "suficit quamlibet. . partera 
vel glebam fundí intrare, nee est necese ommes 
ejus partes deambulare; tex notabilis lex 3 de cequir 
poss. (Comentario á la ley 45 de Toro, núm. 34). 
Véase también entre los modernos, Baudrij La can- 
tinerie, P. de Droit Civil tomo 2 o , núm. 470. 

Siguiendo, pues, la doctrina de Antonio Gómez y 
de todos los Doctores que cita, podemos decir que 
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Brent, concesionario de 24 hectáreas, tomó posesión 
de todo lo que expresaba su título y no de lo que 
midió erróneamente el perito, pues su intención fué 
adquirir y poseer lo que expresaba ese título, y al 
apoderarse de parte de la superficie, se apoderó 
"mente et animo" de toda la que le correspondía, 
saliendo desde entonces del dominio nacional, no 
con arreglo á las medidas erróneas, sino con arre- 
glo al título. 

Pero sea de esto lo que fuere y supuesto que la 
Nación aun no enajenaba, al promover Brent sus 
gestiones de rectificación, la parte que se reclama, 
es evidente que esa parte no puede ser adquirida 
por Aguayo, porque la Nación no puede ya enaje- 
narla desde el momento en que el primero y legíti- 
mo comprador reclama su entrega. 

IV 

CONTINUACIÓN DEL DERECHO. 

Fijados en el orden de las leyes sustantivas los 
derechos y la verdadera situación jurídica de am- 
bos contendientes, pasemos á fijar su posición ante 
la ley adjetiva, esto es, á precisar cuál es la acción 
y cuáles las excepciones que se discuten en el jui- 
cio de que se trata. 

Si aceptamos la opinión de Antonio Gómez y doc- 
tores que cita, la acción ejercitada por Brent al so- 
licitar la rectificacion.de medidas de la mina El 
Herrero, es la acción reivindicatoría en cuya vir- 
tud pide á la Nación, representada por sus agentes 
y por la Secretaría de Fomento, que le entreguen la 
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parte de mina que le vendió y no le ha entregado, 
pues esa entrega (la entrega, la tradición material) 
se realiza en materia de minas por medio de u me- 
didas periciales autorizadas por agentes adminis- 
trativos." El carácter jurídico de la promoción de 
Brent es, pues, el ejercicio de la acción reivindica- 
toría, pues pide al poseedor, sea quien fuere, la en- 
trega de lo [que reputa suyo. Si no aceptamos las 
doctrinas de Antonio Gómez, entonces la acción ejer- 
citada por Brent es la que nace del contrato de com- 
praventa, para que el vendedor entregue la cosa 
vendida, la acción "empti et venditi" para que cum- 
pla la Nación su contrato, la acción que nace del 
art. 3,003 del Código citado. 

Al ejercitar Brent esta accionen la esfera adminis- 
trativa, se presenta el Sr. Aguayo oponiéndose y al 
oponerse sostiene que sus derechos de' 'denunciante" 
son preferentes á los derechos del "comprador" ó 
concesionario primitivo. ¿Cuáles son esos derechos? 
Notoriamente que Brent sostiene el dominio de la 
superficie que expresa su título y que el error del 
perito no incluyó en su medición; y Aguayo sostie- 
ne sus derechos de denunciante, esto es, que á pe- 
sar de ese error, la Nación es libre y tien^ obliga- 
ción de adjudicarle la superficie que reclama Brent. 

El conflicto está, pues, perfectamente definido por 
el art. 3,003 citado y las acciones perfectamente ex- 
presadas con sólo combinar esos preceptos, los de 
compraventa y los de la ley de minería. El Gobier- 
no debe entregarme esa superficie (dice Brent) por- 
que soy propietario de ella, según mi título ó por- 
que se me ha vendido y no se me ha entregado; el 
Gobierno (dice Aguayo) presentándose como tercer 

4 
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opositor, debe entregarme esa superficie, porque 
mis derechos de denunciante excluyen los del pri- 
mitivo concesionario. Acción de dominio ó compra- 
venta de un lado, y tercería de preferencia exclu- 
yente del otro, he aquí la verdadera forma, el ver- 
dadero carácter jurídico de las acciones debatidas 
entre Brent y Aguayo. 

No se concibe, pues, cómo el fallo del a instancia ci- 
vil ha podido emitir la especie de que la rectificación 
solicitada por Brent no tiene que preocupar en nada 
la cuestión de propiedad de la superficie disputada, 
ni la validez ó invalidez del título de Brent; no se con- 
cibe esto, cuando precisamente lo único que se dis- 
cute es si Alex. Aguayo en virtud de su denuncio 
tiene derecho á que se le adjudique una superficie 
de terreno comprendida en un título expedido por 
la Secretaría de Fomento con anterioridad á la fe- 
cha de ese denuncio. Y si esto es lo único que se dis- 
cute, es imposible resolver esa cuestión, sin resol- 
ver forzosamente si el error del perito que dejó fuera 
del plano de medición parte de la superficie anterior- 
mente enajenada por el Gobierno, debe perjudi- 
car al concesionaria de tal manera que pueda con: 
siderarse como terreno libre para el efecto de ser 
adjudicado á cualquier denunciante; ó si el Gobierno 
no puede disponer de esa parte superficial, por ha- 
berla enajenado anteriormente. Si esta es la cues- 
tión sometida al debate, no es posible resolverla sin 
decidir si el título de Brent ampara ó no ampara 
legalmente 24 pertenencias y si dentro de ellas 
está el terreno denunciado por Alex. Aguayo; y pa- 
ra decidir esto, tiene que decidirse, no sólo sobre la 
validez ó invalidez del título, sino sobre la extensión 
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del terreno que jurídicamente ampara ese título. 

La cuestión no es geométrica, ni se reduce á sa- 
ber si un plano invade otro plano en el orden de la 
impenetrabilidad de los cuerpos; sino de resolver si 
Un plano invade otro plano en el orden jurídico, es- 
to es, traspasando los límites de la propiedad ad- 
quirida legalmente; y quien dice propiedad dice de- 
recho, y quien dice derecho dice cuestión de títulos, 
y quien dice cuestión de títulos, dice investigación 
de la legalidad y validez de ellos, para el efepto de 
conocer su alcance. 

Tan cierto es que el fallo del Juez civil estuvo im- 
posibilitado de resolver la cuestión sometida al de- 
bate sin calificar legalmente los títulos de Brent, 
que aunque nominal y aparentemente consigna que 
no los califica, la verdad es que los califica y nuli- 
fica, pues al resolver que la rectificación solicitada 
por Brent invade las propiedades ajenas de La Ca- 
sita, da por. supuesto que ese terreno es de La Casi- 
ta, incurriendo en una notoria petición de princi- 
pio. Siendo la cuestión legal la de si el denuncio de 
Alex. Aguayo sobre el terreno cuya rectificación 
pide Brent, le da derechos de propiedad en virtud 
de simple denuncio, y á pesar de que la rectifica- 
ción solicitada acuse que ese terreno debe pertene- 
cer á la mina El Herrero, es evidente que el afir- 
mar que á La Casita corresponde ese terreno, es 
dar por demostrado lo que se trata de demostrar, 
á saber, si los derechos del simple denunciante de* 
ben prevalecer contra el que pide una rectificación 
antes de que el Gobierno haya enajenado la super- 
ficie objeto del error. 

eliminando esa peticiÓQ de principio, no existen 
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en el fallo del Juez civil otros razonamientos serios, 
ni dignos de estudio. La línea infranqueable que 
debe existir entre las dos propiedades es precisa- 
mente la que está á discusión y el fallo da por su- 
puesta esa infranqueabilidad, como si la geometría 
fuese la creadora del derecho; y no el derecho y los 
títulos de adquisición los que deben servir de base 
á las operaciones geométricas. 

En substancia, el Sr. Brent promueve una acción 
qué en el lenguaje administrativo se llama de rec- 
tificación de medidas, y en el lenguaje civil es la ac- 
ción reivindicatoría ó la acción de compraventa 
contra la Nación, para que entregue la totalidad de 
la cosa vendida, que por error no entregó. La Na- 
ción no puso obstáculo en la esfera administrativa 
al ejercicio de esa acción; pero un tercero, creyén- 
dose con derechos preferentes al terreno objeto tle 
dicha acción se opone á ella, y el fallo tiene que de- 
cidir si efectivamente los derechos del denunciante, 
que aun no es propietario, deben prevalecer sobre 
los derechos del comprador. 

El art. 3,003 del Código Civil citado decide cate- 
góricamente esa cuestión, sin que pueda ser un obs- 
táculo á la aplicación de ese precepto el que la ac- 
ción ejercitada por Brent necesite ser auxiliada con 
trámites de rectificación de medidas, pues esos trá- 
mites ni vician, ni alteran la naturaleza jurídica de 
la acción ejercitada. 
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VIOLACIÓN DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES. 

El único fundamento de la sentencia del Juez de 
Distrito de Guaymas para amparar al quejoso D. 
Isidro Aguayo, es el que la sentencia de la 3 a Sala 
del Supremo Tribunal de Sonora violó el art. 26 del 
reglamento de la ley minera vigente. 

He demostrado que ese precepto es inaplicable al 
caso decidido por el Tribunal de Hermosillo, pues 
aquel habla de la oposición de poseedores y no de 
rectificación pedida por propietarios que no son po- 
seedores, caso regido por el art. 4 o transitorio de la 
ley de 4 de Junio de 1892 y no por el art. 26 invo- 
cado por el inferior. 

No habiendo sido violada la ley civil, sino al con- 
trario, aplicada con toda exactitud la conducente al 
caso, no ha podido ser violada la garantía del artí- 
culo 14 constitucional, suponiendo que ese precepto 
garantice la exacta aplicación de la ley en los ne- 
gocios civiles. Todavía más, siguiendo la jurispru- 
dencia de la Suprema Corte de Justicia que sólo 
acepta el amparo de negocios civiles, cuando hay 
violación flagrante de una ley, no procedería el re- 
curso ^n el presente caso, porque al encontrarse el 
Supremo Tribunal de Hermosillo con dos preceptos 
legales: uno, que fija términos perentorios y fatales 
para casos determinados y específicos, y otro que 
siendo la expresión de principios dó jurisprudencia 
universal, se limita á sancionar el derecho que tie- 
ne todo el que ha sido víctima de un error, para 
nulificar el acto erróneo, para restituir las cosas 4 
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su estado legítimo y para integrar la posesión que 
le dan sus títulos; encontrándose dicho Tribunal, 
repito, entre esos dos preceptos, debió buscar la in- 
terpretación más conforme á la equidad, á la tradi- 
ción jurídica y á la justicia natural. Y si ese Tribu- 
nal al usar de la facultad de interpretación que le. 
corresponde no hubiera estado completamente acer- 
tado, si su interpretación no fuera la más aceptable, 
ese desacierto en la interpretación de preceptos re- 
lacionados entre sí, no implica una violación fla- 
* grante de ley, ni puede por esto ser objeto de un re- 
curso de amparo constitucional. 

En cuanto á la violación de la garantía consigna- 
da en el art. 27 constitucional, es inútil ocuparse de 
ella, pues ya la Suprema Corte por incontables eje- 
cutorias ha dado á ese precepto su verdadero sen- 
tido, declarando que él no se refiere sino á los actos 
de expropiación ejecutados por el Estado contra los 
particulares en la esfera administrativa. 

Por todo lo expuesto, 
A esta Respetable Corte pido se sirva revocar la sentencia 
del inferior y declarar que la justicia de la Unión 
no ampara ni protege á D. Isidro Aguayo, contra la 
sentencia del Supremo Tribunal de Sonora, porque 
ella, no contiene ninguna violación flagrante de ley 
expresa, ni menos importa un acto dé expropiación 
administrativa. 

México, Marzo 2 de 1897. 
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